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1 Soto Kloss, en frase que ya ha devenido clásica, expresó: “quien
dice Derecho, dice responsabilidad.”1

Esta afirmación se explica porque siendo el derecho lo justo,2 el daño,
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punto de partida para la responsabilidad,3 rompe el equilibrio indispen-
sable para la vida en sociedad. Producido un daño es preciso restablecer
el equilibrio alterado.

La afirmación de Soto Kloss se explica también porque el derecho
supone seres libres. Solo un ser que actúa en ejercicio de la libertad da
cuenta de sus actos.

Sin responsabilidad, pues, no se puede ni siquiera imaginar el
Derecho.

2 Por eso la responsabilidad existe tanto en el ámbito del derecho
privado como en el del derecho público. Y por eso la responsabilidad se
compromete cualquiera sea la naturaleza del daño, cualquiera sea el sujeto
que lo comete y cualquiera sea el sujeto que lo sufre.

3 Como diversa puede ser la naturaleza del daño y distintos los sujetos
que lo pueden ocasionar o sufrir, habrá distintas responsabilidades.
Así hablamos de responsabilidad penal, política, administrativa y civil o
patrimonial.

4 Conforme al título de este trabajo, quedan fuera de su objeto la
responsabilidad penal y la política porque en ninguno de esos casos se
responde ante la Administración. Quedan sí incluidas la responsabilidad
administrativa y la civil o patrimonial.

5 De esos dos tipos de responsabilidad centraré mi atención en la
que puedan incurrir los funcionarios públicos. No referiré a la que puedan
incurrir los particulares.

Y de la responsabilidad de los funcionarios, haré especial hincapié
en la patrimonial. Solo aludiré a otros tipos de responsabilidad en la medida
en que ello sea indispensable para el tratamiento de nuestro tema.

II

1 El único artículo constitucional que regula de algún modo la
responsabilidad civil de los funcionarios públicos hacia la Administración
es el 25.

2 Para su debida comprensión es preciso tener en cuenta previamente
el artículo 24. Pero para comprender ciertas interpretaciones que se han
efectuado al respecto, es preciso partir del artículo 24 de la Constitución
de 1934.
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3 El artículo 24 de la Constitución de 1934, en redacción mantenida
en la enmienda constitucional de 1942, decía:
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Ante este texto en general se sostuvo que existía una responsabilidad
directa del funcionario y solo subsidiaria del Estado.4 Digo en general
porque algunos autores, como Méndez, admitieron la posibilidad de una
acción directa contra el Estado.5

4 Pero el texto actual, cuya redacción proviene de la Constitución
de 1952, varió:

Los artículos 24 y 25 vigentes dicen:
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5 Ante esta normativa, la doctrina ha sostenido que no es posible la
acción directa contra los funcionarios. En general se ha sostenido que
procede la acción directa contra el Estado y este puede repetir contra
el funcionario en caso de que este haya actuado con dolo o culpa grave.
Las afirmaciones de Sayagués Laso6 y Martins,7 por ejemplo, son muy claras
en ese sentido.
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Parece claro, por otra parte, que esa fue la intención del legislador
constitucional.8

El literal T de las Disposiciones Transitorias y Especiales de la
Constitución de 19529 ha sido invocado en apoyo de la tesis indicada.

Martins al comentarlo expresó: “Esta norma constitucional no tiene
historia. Apareció -sin que conste discusión alguna en torno a ella- en el
proyecto de enmienda preparado por la Comisión Especial de Reforma de
la Constitución de la Cámara de Representantes y fue aprobada, sin discu-
sión alguna, en la sesión extraordinaria Nº 96 de dicha Cámara, celebrada
el día 10 de octubre de 1951 (Diario Oficial, Nº 13.553). Esta falta de
antecedentes, obliga al intérprete, con mayor razón que en otros casos, a
ceñirse estrictamente a la letra de la disposición, la que por otra parte,
parece perfectamente clara. Según nuestra interpretación del texto consti-
tucional, el constituyente quiso que a todos los juicios iniciados con ante-
rioridad al 25 de enero de 1952, demandando directamente al funcionario
y subsidiariamente al Estado o al órgano público del que depende ‘de
acuerdo al art. 24 de la Constitución vigente’, se siguieron en adelante contra
el Estado o el órgano del Estado demandado.”10

En esa misma línea interpretativa, Gros Espiell entendió que la
Constitución de 1952 invertía el sistema con relación al vigente hasta ese
momento y por el literal T) aludido se disponía -en virtud de la nueva
solución- que los juicios iniciados contra los funcionarios automáticamente
proseguían contra el Estado.11

Por mi parte, en este punto he acompañado en un principio la
posición de la doctrina imperante,12 pero luego de leer el inteligente trabajo
de Risso Ferrand13 sobre el tema he cambiado de opinión.14

6 Risso Ferrand, al estudiar los artículos 24 y 25 de la Constitución
vigente, expresó:
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7 Comparto la interpretación de Risso Ferrand por las razones por
él indicadas.

La interpretación tradicional se basa en la historia del texto pero no
se desprende del artículo 24. Es más, creo que asiste razón a Risso Ferrand
en cuanto afirma que “la intención del constituyente no coincide con el
texto de la norma.”16

Pero ocurre que la interpretación de la Constitución no se rige por
los criterios de interpretación que el Código Civil establece para las leyes.

La interpretación constitucional debe partir del texto, y los antece-
dentes tienen un peso muy inferior que en el caso de las leyes pues el autor
de la Constitución no es el Poder Legislativo sino el Cuerpo Electoral que
en general no conoce esos antecedentes.17

No se puede ignorar por otro lado que el literal T) de las Disposicio-
nes Transitorias y Especiales de la Constitución de 1952, que pudo servir de
pauta interpretativa contextual de los artículos 24 y 25 de esa Constitución,
no fue recogido por la Constitución vigente.

Por tanto, ese literal no se puede invocar para interpretar los textos
actuales. Ese literal T) que, conjugado con los artículos 24 y 25 de la Cons-
titución de 1952 pudo llevarnos a la historia de esos artículos para su inter-
pretación, al no existir ya no puede ser empleado para interpretar la Carta
vigente y nos impide invocar la historia contra el texto actual. El contexto
de la Constitución de 1967 es así distinto del de la 1952, por lo que la
historia de la de 1952, en el tema en estudio, no puede invocarse para la
interpretación de los artículos 24 y 25 de la Constitución actual aunque
estos sean iguales a los de aquella.

Esto demuestra que no podemos apegarnos a las interpretaciones
efectuadas en 1952. Los criterios de interpretación de Aréchaga deben, y
pueden, amoldarse a la interpretación evolutiva que propugna el neocons-
titucionalismo cuando habla de la sobreinterpretación de la Constitución18

o el derecho dúctil de Zagrebelsky.19
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La interpretación de Risso Ferrand se adecua más que la tradicional
al nuevo modelo de Estado, el Estado constitucional democrático20 basado
en la dignidad de la persona humana, porque evita la configuración de
islas de irresponsabilidad.

Es más, si bien comparto la opinión de que el tema de la responsa-
bilidad civil directa del funcionario no está regulado expresamente por lo
que puede ser regulado por ley, como la obligación de reparar los daños
causados es de raíz constitucional — o más bien supraconstitucional —
estimo que no puede ser eliminada o neutralizada por la ley.

Esta responsabilidad patrimonial del funcionario no es hacia la
Administración sino hacia los particulares. Por eso, no está comprendida
en el artículo 25 de la Constitución por lo que no se exige en este caso
el dolo o culpa grave que el artículo 25 citado requiere para la acción de
repetición. Esta responsabilidad se rige por el Código Civil, por lo que
basta la culpa leve o negligencia para que se configure la responsabilidad.

Existen algunas sentencias de primera instancia que han admitido
la acción reparatoria directa contra funcionarios públicos. Si bien en gene-
ral esas sentencias han sido revocadas en segunda instancia, su sola apari-
ción anuncia un cambio de jurisprudencia que inevitablemente vendrá,
pues esa es la única interpretación que se adecua al Estado Constitucional
de Derecho y a una interpretación del ordenamiento jurídico desde la
dignidad de la persona humana.

En una reciente obra, Risso Ferrand expresó:
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Lo expuesto precedentemente es enteramente aplicable al tema en
estudio. Los artículos 24 y 25 de la Constitución se mantienen inalterados
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desde 1952. Pero entiendo que a la luz de lo expuesto y sobre todo desde
la óptica del Estado Constitucional de Derecho, la interpretación tradicio-
nal que veda la acción directa de terceros contra los funcionarios públicos
parece hoy insostenible.

8 La responsabilidad regulada por el artículo 25 sí es hacia la
Administración.

En estos casos el funcionario responde ante la Administración por
los pagos por ella efectuados por el daño que él causó a terceros y solo
responde en caso de haber actuado con dolo o culpa grave.

Vale decir que si la Administración nada pagó a terceros, nada puede
reclamar al funcionario por este artículo 25. Y aun en caso de haber pagado,
solo puede repetir contra el funcionario si este obró con dolo o culpa
grave. Y solo puede la Administración, según Martins, reclamar lo que pagó:
no puede pedir ni más, ni menos.22 En principio, creo que la afirmación
de Martins es compartible, pero si la Administración sufre un daño moral,23

estimo que no existe inconveniente para acumular una acción reparatoria,
por ese daño, a la de repetición.

De esta exigencia subjetiva se deduce que la acción judicial de
repetición debe ser precedida por una actuación administrativa a los
efectos de determinar la existencia de ese dolo o culpa grave. De esto se
desprende además que si hay dolo o culpa grave hay también una respon-
sabilidad administrativa comprometida, por lo que en la especie estamos
ante un caso en que por lo menos se acumulan la responsabilidad civil y
la administrativa.

Por las razones expuestas el decreto Nº 395/006, de 23 de octubre de
2006, que reglamenta el cumplimiento de las sentencias contra el Estado,
por su artículo 8 estableció:
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Este artículo impone la iniciación del procedimiento administrativo
aludido luego del pago, pero en realidad nada impide que esa investiga-
ción administrativa o, en su caso, sumario, se efectúe antes, cuando la Admi-
nistración tome conocimiento de la demanda reparatoria, o aun con
anterioridad, cuando tome conocimiento del perjuicio causado.

El artículo 25 de la Constitución dice que en los supuestos compren-
didos en ese artículo la Administración “podrá repetir”; no dice deberá repetir.
Por tal razón, en general se ha entendido que esta acción de repetición no
obliga a la Administración sino que es facultativa.24

En el mismo sentido, con anterioridad, se había pronunciado Martins,
quien recordó que el texto aprobado por la Cámara de Representantes
establecía una fórmula imperativa, pero que fue modificada en la Cámara
de Senadores en la que se adoptó el texto vigente.25

Entre los argumentos mencionados en la Cámara de Senadores
para no adoptar la fórmula imperativa, Martins menciona los siguientes:
“la inutilidad de seguir un juicio contra una persona notoriamente insol-
vente; la injusticia manifiesta de castigar tan duramente un funcionario
con carrera irreprochable, que un día ‘por una desventura cualquiera,
por una falla psicológica, por cualquiera de esos motivos, no siempre
susceptibles de una mensura científica, pueda encontrarse con todas las
apariencias de una conducta imprudente y grave, en un episodio cualquiera’
(ECHEGOYEN); el daño que se le causa en su derecho a la carrera funcional
al funcionario que se le sigue un juicio del que resulta definitivamente
absuelto; el daño que se causa ‘a la investidura de ese funcionario en su
relación con los demás administrados, creándose un ambiente de suspicacia,
de recelo, de desconfianza, planteándole una crisis de moralidad de ese
agente del servicio público o titular de función pública determinada. En
tercer término, por generalización de la situación, se causa daño a toda la
administración en general, a todos los que actúan en cumplimiento de las
funciones públicas, que se saben expuestas potencialmente a que cualquier
error suyo en la conducta funcional, pueda dar mañana lugar a una acción
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de repetición, sumándose el daño de orden moral, el indemnizatorio y los
funcionales en cuanto al destino y carrera ulterior de ese funcionario.’
(BAYLEY).”26

Sin perjuicio de reconocer la existencia de esos antecedentes seña-
lados por Martins, estimo que el artículo 25 de la Constitución no otorga
total libertad a la Administración para decidir si inicia o no una acción
de repetición.

Una interpretación contextual de la Constitución teniendo en cuenta
la noción de buena administración incluida en el artículo 311 de la Carta,27

nos hace pensar que el término “podrá” del artículo 25 entraña un poder-
deber. Si de las actuaciones administrativas seguidas como consecuencia
del cumplimiento de una sentencia de condena por daños causados a ter-
ceros la Administración determina que el funcionario obró con dolo o
culpa grave, no puede no iniciar una acción de repetición. No hacerlo
constituye un acto de mala administración.

Esta interpretación contextual basta para rechazar la historia de la
norma para la interpretación del artículo 25 en lo que refiere al signifi-
cado del término “podrá”. Y el concepto de buena administración lleva,
además, al rechazo de todos los argumentos invocados en la Cámara de
Senadores salvo el primero. En efecto, de los motivos dados en la Cámara
de Senadores, solo en caso de insolvencia evidente del funcionario y en
casos en que aparezca como evidente que el funcionario no va a devenir
solvente se justifica no iniciar una acción de repetición en los casos en
que el funcionario haya producido un daño actuando con dolo o culpa
grave. También se podría admitir que no se inicie la acción de repetición si
efectuada una evaluación de las probabilidades de éxito de acuerdo con el
estado de la jurisprudencia, se estima que el resultado será adverso.

Fuera de esos casos excepcionales, la acción de repetición es un acto
debido. No se puede olvidar nunca que la Administración no administra
un patrimonio propio, sino ajeno.

III

1 Fuera de la hipótesis del artículo 25, que refiere a una respon-
sabilidad hacia la Administración pero por daños causados a terceros, la
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Constitución no contiene expresamente normas que regulen la respon-
sabilidad civil de los funcionarios públicos por daños directamente causados
a la Administración. Como bien observó Martins, la Constitución solo alude
al tema en forma indirecta.28

Las pocas normas constitucionales atinentes a la responsabilidad de
los funcionarios hacia la Administración se encuentran en la Sección XIII
destinada al Tribunal de Cuentas. De allí interesa el artículo 211 y el 213.

Del artículo 211, referido a la competencia del Tribunal de Cuentas,
interesan para nuestro tema los literales C) y E).

Dichos literales dicen:
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Por su parte, el artículo 213 — al referirse al proyecto de ley de Conta-
bilidad y Administración Financiera que debe preparar el Tribunal de
Cuentas —, al fijar su contenido refiere entre otras cosas a “las responsa-
bilidades y garantías a que quedarán sujetos los funcionarios que intervie-
nen en la gestión del patrimonio del Estado.”

2 Como se percibe, la regulación de este tipo de responsabilidad queda
remitida a la ley. Pero de esto no se debe seguir que la Constitución otorga
un cheque en blanco al legislador. El precepto de interpretación conforme a
la Constitución resaltado en tiempos de neoconstitucionalismo configura
un importantísimo límite al legislador que impide que la ley regule la
responsabilidad de modo que la neutralice. No se puede olvidar que la
responsabilidad es inherente a la persona humana, tanto en lo que supone
un derecho, derecho a obtener reparación por el daño sufrido, como en lo
que supone deberes, deber de reparar el daño producido.

3 En este tema, además de las normas nacionales e internacionales
destinadas al combate de la corrupción29 interesa especialmente lo dispuesto
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en la ley de contabilidad y administración financiera en cuanto refiere a la
responsabilidad de funcionarios públicos con tareas o funciones vinculadas
a la gestión del patrimonio del Estado.

Este es precisamente el tema que a continuación trataré.
4 El Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera

(TOCAF) destina el Título VI a las responsabilidades (arts. 119 a 130).
Pero no son esa las únicas normas que regulan el punto; el propio TOCAF
también alude a la responsabilidad en el artículo 62.

Analizaré en primer lugar el Título VI y luego el artículo 62
mencionados.

IV

1 El Título VI aludido refiere fundamentalmente a la responsabili-
dad administrativo y civil, pero también admite por esos mismos hechos
que pueda comprometerse la responsabilidad penal o la política.

En efecto, el artículo 119, luego de establecer que “las transgresiones
a las disposiciones a la presente ley constituyen faltas administrativas” y,
por tanto, “en todos los casos los infractores estarán sujetos a las sanciones
administrativas o disciplinarias aplicables”, aclara que, cuando corresponda,
también estarán sujetos “a las responsabilidades civiles, penales o políticas.”

2 Siguiendo en líneas generales el esquema trazado en su momento
por Martins,30 consideraré los siguientes puntos: a) a quienes alcanza
la responsabilidad; b) cuándo surge la responsabilidad; c) cómo se com-
prueba la responsabilidad; d) cuándo prescribe la responsabilidad.

3 Conforme al artículo 119 del TOCAF, esta responsabilidad alcanza
a todos los funcionarios públicos con tareas o funciones vinculadas a la
gestión del patrimonio del Estado. También por disposición de esta ley
alcanza a los jerarcas y empleados de las personas públicas no estatales,
aunque no sean funcionarios estatales, que utilicen indebidamente fondos
públicos o administren incorrectamente bienes del Estado.

Esta responsabilidad alcanza a todos los funcionarios que de
alguna manera hayan intervenido en la acción comprometedora de la
responsabilidad, ya sea jerarcas o subordinados, que ejerzan funciones
de administración activa o pasiva, de asesoramiento o control, o que sin
intervenir no se hayan opuesto debiendo hacerlo (art. 119).

�� ,
�)���+���"�+�-;�����%����.� �����z3+� ��������+�%��

E�2����

A&C_35_2009.pmd 31/3/2009, 15:06206



���������	�
������
�������������������������������	�����������	���������������������� $����"���#
����$%%�

$%!&���	������'�������(����������
���������B��	��	��
	�	�(����
���������������0��C�

A título enunciativo, el artículo 120 del TOCAF incluye:
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El artículo 121 establece la responsabilidad mancomunada y soli-
daria de todos los funcionarios que resuelvan, dispongan, ejecuten o
intervengan en la formación de actos u ocurrencia de hechos generadores
de la responsabilidad a que refiere el artículo 119.

Aunque no lo dice expresamente, esto refiere a la responsabilidad
civil, puesto que no es concebible la solidaridad en el ámbito de la respon-
sabilidad administrativa.

También este artículo exceptúa de la responsabilidad a los integrantes
de órganos colegiados que se hubieren opuesto al acto y dejado constancia
escrita de su oposición, así como a los funcionarios sometidos a jerarquía
que también hubiesen asentado por escrito su oposición al acto o hecho
generador de la responsabilidad. Aunque nada se especifica al respecto,
es obvio que esta eximente de responsabilidad obra en todos los tipos
de responsabilidad.

4 La responsabilidad administrativa en los casos en estudio se com-
promete aun cuando no se ocasionen perjuicios económicos al Estado
(art. 119, inciso cuarto).

La responsabilidad civil requiere, para ser comprometida, la existencia
de un daño. Ese daño puede ser de tipo patrimonial pero también moral.

En estos casos, tanto en lo que refiere a la responsabilidad adminis-
trativa como a la civil, estamos ante supuestos de responsabilidad que
obedecen a criterios subjetivos de imputación. Es decir, es preciso que
haya existido algún tipo de culpabilidad, en cualquiera de sus grados,
incluida cualquier hipótesis de ilegitimidad, aunque esa ilegalidad no se
haya cometido con conciencia y voluntad. Entre esas hipótesis de ilegitimi-
dad comprendemos no solamente la violación a cualquier regla de derecho
sino también a los criterios de buena administración.32 Menciono expresa-
mente la noción de buena administración porque aunque a mi juicio ella
queda subsumida en la de regla de derecho, otros piensan distinto.

Sobre el punto, el inciso tercero del artículo 119 es muy claro:
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No estamos pues ante supuestos de responsabilidad objetiva.
De más está decir que tanto en la responsabilidad administrativa

como en la civil se puede responder por la llamada culpa in vigilando. Claro
está que esto debe ponderarse con criterios de razonabilidad. La razo-
nabilidad está presente en todo el Derecho, pero en estos casos cobra
especial importancia.

5 La responsabilidad administrativa se determina mediante un
procedimiento administrativo en el que puede intervenir el Tribunal de
Cuentas de la República, y que por cierto deberá respetar todas las normas
relacionadas con el debido procedimiento (arts. 122 y ss).

Como ese procedimiento concluye con un acto administrativo y este
es susceptible de los recursos administrativos correspondientes y de la
acción de nulidad, en definitiva la última palabra en materia de responsa-
bilidad administrativa la tiene el Tribunal de lo Contencioso Administra-
tivo. Dicho de otro modo, esta responsabilidad se determina en vía admi-
nistrativa pero eventualmente queda supeditada a lo que en definitiva se
resuelva en vía jurisdiccional.

También la determinación de la responsabilidad civil comienza, o
puede comenzar, en sede administrativa. Es que en el aludido sumario o
investigación administrativa se puede determinar la responsabilidad del
funcionario, el daño producido y su monto. Y en función de ello, la Admi-
nistración podrá iniciar la acción judicial correspondiente para hacer
efectiva la responsabilidad civil.

En estos casos de la actuación administrativa podrá surgir una
presunción de la responsabilidad civil del infractor (art. 124). En tal
hipótesis, “a los efectos de la acción civil, el testimonio de la resolución
administrativa y en coincidencia con el dictamen del Tribunal de Cuentas,
constituirá presunción simple de la entidad del perjuicio a reclamar”
(art. 129, numeral 4º).

Como se ha dicho, estamos en presencia de una presunción simple,
o sea, esta admite prueba en su contra. De manera que también esta
responsabilidad en última instancia se determina en vía jurisdiccional.

Ambas responsabilidades son independientes, pueden acumularse,
puede existir la administrativa sin la civil, pero no la civil sin la administrativa.

El Juez de la responsabilidad civil queda atado por la cosa juzgada
de la sentencia pronunciada por el Tribunal de lo Contencioso Admi-
nistrativo en cuanto acoge la acción de nulidad, pero si la rechaza no
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necesariamente debe condenar porque para ello corresponde la acreditación
del daño. Por otro lado, si no existe acción de nulidad o si esta se desestima
por falta de algún requisito de admisibilidad, el Juez del Poder Judicial
puede analizar la legitimidad de los actos administrativos pertinentes y
sin anularlos fallar en consecuencia.

6 Conforme al artículo 127 del TOCAF estas responsabilidades, la
administrativa y la civil, prescriben a los diez años a partir de la fecha del
acto o hecho que diera origen a las mismas. En caso de funcionarios que
deban ser sometidos al previo juicio político, el término de prescripción
comenzará a contarse a partir del cese en el cargo.

El cese del funcionario impide la responsabilidad administrativa
pero no la civil, la que puede hacerse efectiva mientras no esté prescripta.

El artículo 126 establece expresamente que el cese de funciones no
exime de responsabilidad civil al ex funcionario. Y, a mayor abundamiento,
aclara que la renuncia o separación del cargo del funcionario responsable
no impide ni paraliza el examen de sus cuentas y gestión en el manejo
de bienes y fondos públicos, ni las acciones civiles de resarcimiento que
pudiera corresponder.33

V

1 El artículo 62 del TOCAF contiene normas especiales en materia
de recursos administrativos interpuestos contra actos dictados en el ámbito
de procedimientos de contratación.34

2 Su inciso final refiere a aspectos de responsabilidad en que pueden
incurrir las personas que de alguna manera intervienen en estos proce-
dimientos.

Ese inciso final dice:
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3 Como se percibe, esta norma refiere a la apreciación de las res-
ponsabilidades de todos los que han intervenido en el procedimiento de
contratación. Impone pues, expresamente, que la Administración evalúe
las responsabilidades del caso.

4 Esa evaluación de responsabilidad se efectúa tanto respecto de los
que actúan por el sector público como respecto de los que actúan por el
sector privado. En efecto, alude por un lado a órganos o funcionarios y
por otro lado al recurrente.

En todos estos casos estamos ante una responsabilidad hacia la Admi-
nistración. Me referiré únicamente a la responsabilidad de los funcionarios.

5 El giro empleado por la ley al referirse a la apreciación de las
responsabilidades de los órganos y de los funcionarios es poco técnico pero
ilustra acerca de la amplitud del alcance del control. La Administración
debe evaluar la responsabilidad de todos los funcionarios intervinientes,
incluso la de los titulares de los órganos.

6 La causa generadora de la responsabilidad a los efectos de este
artículo es distinta según se trate de los funcionarios, incluidos los titulares
de los órganos, o según se trate del recurrente.

En el primer caso ella es de máxima amplitud: comprende cualquier
conducta que haya provocado una irregularidad y cualquiera sea el grado
de culpabilidad. En el caso del recurrente, la responsabilidad se compro-
mete únicamente en caso de haber actuado con mala fe o con manifiesta
falta de fundamentos.

7 El control respecto de los funcionarios lo efectúa la Administración.
Lo puede hacer al resolver el respectivo recurso, pero siempre en el ámbito
de la competencia del órgano actuante.

En el caso de los recursos de revocación y jerárquico, la Administración
aplicará los poderes inherentes a la jerarquía si los tiene, y en el grado en
que los tenga. En el caso del recurso de anulación, el Poder Ejecutivo podrá
poner en marcha los mecanismos de los artículos 197 y 198 de la Constitución.

En este último caso, este control versará sobre los titulares del
órgano jerarca del Servicio Descentralizado correspondiente puesto que la
responsabilidad administrativa de los funcionarios del ente se debe hacer
efectiva por medio de su jerarca.

8 La sanción que debe recaer en caso de los funcionarios dependerá
de la gravedad de la falta y se hará efectiva previo cumplimiento de las
reglas del debido procedimiento.
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De esas actuaciones administrativas podrá surgir, además, si se ha
comprometido o no la responsabilidad civil del funcionario o la penal o
incluso la política. Y en caso afirmativo, para hacer efectivas esas respon-
sabilidades se deberá proceder por la vía que corresponda.

9 Lamentablemente, las responsabilidades previstas en este artículo
62 rara vez se han hecho valer.

VI

1 Las tesis tradicionales que ahora hemos combatido llevaron, natu-
ralmente que sin proponérselo, a la existencia de lo que Delpiazzo llamó
y se propuso erradicar, en un reciente trabajo de certero enfoque, sujetos
irresponsables y reductos de irresponsabilidad.35

A menudo, así, los funcionarios han adquirido una sensación de
invulnerabilidad y gracias a esa impunidad han ocasionado daños a ter-
ceros y a la Administración que pudieron haberse evitado.

2 Precisamente, nuestra interpretación de y desde la Constitución, como
decía Bidart Campos36 o, mejor aun, desde la dignidad de la persona humana,37

más acorde a las tendencias actuales del Derecho Constitucional, evita esas
islas de irresponsabilidad y permite la realización integral del Derecho.
Se logra así una mayor trasparencia y una adecuada comunión entre la
ética y el Derecho.

3 No se me oculta que una incorrecta aplicación del Derecho en
nuestra interpretación puede provocar situaciones no deseables. En efecto,
puede alentar a reclamaciones temerarias contra los funcionarios, tanto
por parte de terceros como por parte de la Administración que puede hacer
que solo estén dispuestos a asumir la función pública los insolventes; o
puede provocar una actitud de excesiva cautela del funcionario que, para
evitar incurrir en riesgos, opta más por no hacer que hacer, ya que es más
probable que se le responsabilice por acción que por omisión, lo que
redunda en definitiva en la ineficacia de la Administración.
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Ese riesgo — cierto, desde luego — se diluye con razonabilidad.
El Estado debe así ser exigente y ponderado a la vez, teniendo en cuenta las
circunstancias de cada caso, y adoptar una actitud eficazmente protectora
del buen funcionario ante las demandas infundadas que pueda recibir.

Solo así se puede realizar propiamente el derecho, porque si la efi-
cacia se ve afectada — el principio de eficacia es de la esencia del Estado de
Derecho —38 no se realiza el derecho. La ética y la eficacia no son incom-
patibles; antes bien, logran su perfecta armonía en el plano jurídico.
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